PROYECTO DE COMUNICACIÓN

Pedido de Informes
La Cámara de Diputados de Santa Fe, vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través de la Subsecretaría de Transportes, responda lo siguiente:
1) Cuántos Municipios y Comunas suscribieron Convenios de Habilitación con la Subsecretaría de Transporte para realizar controles de Tránsito mediante el uso de radares o cinemómetros.-
2) Si existe un Protocolo que regule para todo el ámbito provincial, el sistema de radares, garantizando el fiel cumplimiento de la Legislación de tránsito vigente, de fondo y forma.-
2.1) En caso afirmativo, qué gestiones realiza la Provincia para verificar su cumplimiento y con que periodicidad lo realiza.-
3) Si han detectado manifiestas irregularidades en Municipios y/o Comunas, que pudieran implicar un uso arbitrario de la normativa y/o del sistema.-
4) Si la Provincia pone a disposición de los entes locales, mecanismos de capacitación a fin de evitar que se produzcan irregularidades en los procedimientos que se realizan en su orbita.
5) Si la Subsecretaría de Transporte de la Provincia, posee un dictamen técnico – jurídico que ratifique o difiera con las recomendaciones enunciadas por la Defensoría del Pueblo, en cuanto a las irregularidades detectadas por procedimientos en rutas nacionales y provinciales.
Fundamentos

Sr. Presidente:
La Defensoría del Pueblo ha detectado una serie de irregularidades que se vienen cometiendo, a través de denuncias, en todo el ámbito provincial, relacionado a inconvenientes que estaría ocasionando el uso de radares en muchas de nuestras localidades.
La intención fundamental del presente proyecto, es determinar: a) si existen inconvenientes y/o irregularidades en la implementación de un sistema de control autorizado por el Estado Provincial; b) si existe un control periódico sobre los procedimientos llevados adelante por los entes locales autorizados y; c) tomar conocimiento cuáles son los mecanismos que la autorizante, pone a disposición de los Municipios y Comunas para su corrección y/o solución.
La gravísima situación que atraviesa nuestra Provincia en materia de accidentes de tránsito, pone al Estado Provincial ante la obligación, de garantizar la correcta implementación de los sistemas de control, para que cumplan sus fines; sancionar las infracciones y constituirse en mecanismos persuasivos para evitar la reiteración de situaciones riesgosas. 

En tal contexto entendemos que el informe publicado por la Defensoría de Pueblo, sobre irregularidades en constataciones y procedimientos destinados al cobro de infracciones de tránsito, tanto en rutas nacionales o provinciales que atraviesan zonas urbanas de nuestra provincia, debe tomarse como una alarma sobre la eficacia y la eficiencia de la implementación del sistema, que bajo ningún punto de vista implica cuestionar el sistema en sí mismo.-

La recomendación del Defensor del Pueblo, Carlos Bermúdez, al titular de la Subsecretaría de Transporte es la inmediata adopción de las medidas necesarias  para que se suspendan todos los controles de tránsito hasta tanto a las Municipalidades y Comunas habilitadas se comprometan y demuestren fehacientemente y por los medios que establezcan, el fiel, formal y absoluto cumplimiento de la legislación de tránsito vigente, especialmente en lo que se refiere al uso de radares, que es donde mas irregularidades se constatarían.
La Defensoría además, apercibe a las autoridades locales de hacer uso de la facultad de retirar sin más la autorizaciones, convenios y habilitaciones y que se retire a la entidad municipal o comunal sancionada de la posibilidad de renovar la habilitación para efectuar controles, y traslada una observación a la Subsecretaría de Transporte para que deje sin efecto todos los procedimientos administrativos, intimaciones y ejecuciones judiciales de multas imputadas y/o impuestas en contravención de la actual norma vigente.

Uno de los elementos que se exponen, en la Resolución N° 125 de la Defensoría,  es que se atenta contra el derecho de igualdad que impone no hacer diferencias arbitrarias reñidas con el principio legal de aplicación de una misma legislación para todos las personas que se encuentran en iguales situaciones.   
Ante este cúmulo de planteos, es indudable que el sistema que tiene la Provincia, al menos para este caso, no estaría cumpliendo fehacientemente con el espíritu de la Ley, que es la de ordenar y  bregar por la seguridad vial, con el objeto de disminuir el número de accidentes y posibles víctimas fatales en  nuestras rutas. 
Demás esta decir que si la Secretaria de Transporte cuenta con informes técnicos-jurídicos distintos a los mencionados por la Defensoría del Pueblo, sería importante que se dieran a conocer a toda la comunidad.
Creemos que es momento de elaborar un nuevo diagnóstico y reelaborar una nueva estrategia, y para ello debemos contar con la labor inestimable u acompañamiento de las Autoridades de Municipios y Comunas. 

Mas allá de las buenas intenciones, que indudablemente no alcanzan, el  número de accidentes sigue siendo alto y las autoridades con el afán de mejorar la situación, pareciera que se han transformado en meros cobradores de infracciones, algunas de las cuales incluso se ponen en duda, no logrando hasta el momento resultados ciertamente positivos.
En este aspecto no debemos demorar un minuto en la búsqueda de soluciones y desterrar hábitos meramente recaudatorios, al que se pudiera estar llegando y buscar nuevas estrategias de modo de poner coto a tanta anarquía a que se está llegando.
Por ello solicito a mis pares la aprobación de dicho proyecto.

